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CASACIÓN Nro. 31316-2022 LIMA (Emitida: 22/06/2023 – Publicada: 14/08/2023) 
Código Tributario
(Oportunidad del cierre del segundo requerimiento de fiscalización)

ANTECEDENTE SUMILLA FUNDAMENTO

En el segundo requerimiento emitido en la 
fiscalización, la SUNAT solicitó al contribuyente 
diversa información vinculada con el IR del ejercicio 
2010, fijando un plazo máximo para la presentación 
de dicha información.

En el caso que el resultado del mencionado 
requerimiento fue notificado al contribuyente tres años 
después, consignándose que el contribuyente ”no 
exhibió” o “no presentó” la documentación solicitada.

El contribuyente solicitó la nulidad del resultado de 
requerimiento, al considerar que la actuación de la 
Administración vulneraba el artículo 8° del 
Reglamento del Procedimiento de Fiscalización de la 
SUNAT, que obliga a cerrar el requerimiento aun 
cuando no se presente la totalidad de la información 
solicitada.

El Tribunal Fiscal desestimó la nulidad invocada por 
el contribuyente, señalando que la SUNAT evaluó 
cada uno de los documentos solicitados, indicando si 
los mismos fueron presentados o no. 

En sede judicial se declaró la nulidad de la 
Resolución del Tribunal Fiscal. Sin embargo, en 
segunda instancia se revocó dicho pronunciamiento, 
declarándose infundada la demanda del 
contribuyente.

En los casos que los 
contribuyentes incumplan 
con presentar la 
documentación solicitada 
mediante el segundo 
requerimiento (y 
posteriores) notificado en 
un procedimiento de 
fiscalización, el plazo de 
cierre del mismo se 
suspende hasta que la 
SUNAT culmine con la 
evaluación de los 
descargos o hasta que el 
contribuyente cumpla con 
presentar la documentación 
que le fue solicitada.

Al analizar las disposiciones aplicables a la
presente controversia, la Corte Suprema indicó
que el inciso b) del artículo 8° del Reglamento del
Procedimiento de Fiscalización de la SUNAT,
debe ser interpretado de manera conjunta con el
inciso d) del artículo 13° del mismo cuerpo
normativo, el cual dispone que, en el caso del
segundo requerimiento, el plazo de fiscalización
se suspende desde el día siguiente de la fecha
fijada para que se cumpla con presentar la
información solicitada, hasta la fecha en que ésta
se presente.

De esta manera, la Corte Suprema concluyó que,
de incumplirse con presentar la documentación
solicitada mediante el segundo requerimiento, el
plazo para su cierre se suspende hasta que la
SUNAT culmine con la evaluación de los
descargos a las observaciones imputadas en el
requerimiento o hasta la fecha en que se entregue
la totalidad de información.

En el presente caso, el contribuyente incumplió
con presentar la documentación solicitada
mediante segundo requerimiento, por lo que el
plazo de cierre del requerimiento quedó
suspendido, no correspondiendo que éste se
cierre en la fecha que vencía el plazo otorgado
para atenderlo, como alegaba el contribuyente.



CASACIÓN Nro. 17905-2021 LIMA (Emitida: 28/03/2023 - Publicada: 14/08/2023) 
Impuesto a la Renta
(Derechos utilizados económicamente en el país)

ANTECEDENTE SUMILLA FUNDAMENTO

El contribuyente suscribió un acuerdo con un sujeto no
domiciliado a efecto de establecer relaciones y
obligaciones para la exploración y desarrollo de
propiedades mineras en el país.

Así, el sujeto no domiciliado se obligó a constituir una
sociedad en el país a la cual le aportaría diversas
propiedades. Las partes acordaron que la nueva
sociedad emitiría acciones por el 50% de su capital
social a favor del contribuyente, a cambio del pago que
éste efectuaría a favor del sujeto no domiciliado de la
suma de US$ 2’500,000.00.

Al revisar la operación, la SUNAT calificó al pago
efectuado por el contribuyente como una retribución por
un derecho utilizado económicamente en el país
(derecho a formar parte del accionariado de la nueva
compañía y participar de sus beneficios), calificando
dicha erogación como renta de fuente peruana,
respecto de la cual se omitió efectuar la
correspondiente retención.

El Tribunal Fiscal confirmó la acotación de la SUNAT y
en primera instancia judicial se declaró infundada la
Demanda incoada por el contribuyente. Nos obstante,
dicho fallo fue revocado por la sentencia de vista.

El pago efectuado a un sujeto 
no domiciliado para que este 
último ordene a una empresa 
domiciliada (que controla) la 
emisión de acciones a favor 
del pagador, califica como una 
utilización económica de un 
derecho en el país.

Al analizar los hechos, la Corte Suprema 
advirtió que el pago efectuado por el 
contribuyente no calificaba como un aporte 
realizado con la finalidad de ser accionista 
de la nueva sociedad, sino como una 
retribución a favor del sujeto no domiciliado 
para que este último le otorgara el derecho 
de ser accionista de la nueva sociedad en 
virtud del control que ejercía sobre la 
misma.

En ese contexto, la operación materia de 
análisis generaba renta de fuente peruana, 
en virtud de lo establecido por el inciso b) 
del artículo 9° de la LIR, al calificar como 
un derecho utilizado económicamente en el 
país.



CASACIÓN Nro. 20700-2022 LIMA (Emitida: 01/06/2023 - Publicada: 14/08/2023) 
Código Tributario
(Aplicación de normas en el tiempo y retroactividad benigna)

ANTECEDENTE SUMILLA FUNDAMENTO

El contribuyente obtuvo un préstamo de su parte 
vinculada con la finalidad de expandir el negocio de su 
grupo empresarial mediante la adquisición de acciones 
de una empresa chilena, lo cual le permitiría obtener 
dividendos de esta última, así como ganar 
conocimientos del negocio de cemento, para su 
explotación en territorio nacional.

La Administración reparó el crédito fiscal sustentado en 
las facturas emitidas por la empresa vinculada - por 
concepto de intereses provenientes del préstamo -, al 
considerar que los fondos no fueron destinados a 
generar renta gravada o a mantener la fuente productora 
del contribuyente, sino que éstos sirvieron para 
satisfacer los intereses de su grupo empresarial.

El Tribunal Fiscal confirmó el reparo de la SUNAT y las 
multas que se impusieron al contribuyente.

En su demanda, el contribuyente invocó el principio de 
retroactividad benigna respecto de las sanciones que le 
fueron impuestas, lo cual fue amparado tanto en primera 
como en segunda instancia.

En virtud de la aplicación 
de las normas en el tiempo, 
corresponde la aplicación 
del numeral 1 del artículo 
178° del Código Tributario, 
modificado por el Decreto 
Legislativo Nro. 1311, a 
todas aquellas infracciones 
que hayan sido 
determinadas después de 
la entrada en vigencia del 
referido Decreto, lo cual no 
representa una aplicación 
del principio de 
retroactividad benigna.

La Corte Suprema determinó que, en virtud de 
la aplicación de las normas en el tiempo, 
correspondía aplicar a la presente controversia 
el numeral 1 del artículo 178° del Código 
Tributario, modificado por el Decreto Legislativo 
No. 1311.

En su opinión, la modificación introducida por el 
Decreto Legislativo desplegó sus efectos desde 
su entrada en vigor, por lo que debía ser 
subsumida a todas las situaciones nacidas con 
anterioridad a su entrada en vigencia y que aún 
no se extinguían.

Siendo esto así, al haberse notificado las 
resoluciones de multa después de la entrada en 
vigencia del Decreto Legislativo No. 1311, 
correspondía que se aplique el numeral 1 del 
artículo 178° modificado por esta última 
disposición, que ya no sancionaba la infracción 
incurrida por el contribuyente, no representando 
tal acto una aplicación del principio de 
retroactividad benigna.



CASACIÓN Nro. 98-2022 LIMA (Emitida: 30/03/2023 - Publicada: 14/08/2023) 
Código Tributario
(Incongruencia en el resultado del requerimiento de fiscalización)

ANTECEDENTE SUMILLA FUNDAMENTO

La SUNAT formuló reparos a los gastos por servicios de 
asesoría técnica deducidos por el contribuyente, debido a 
que los medios probatorios presentados “no permitían 
evaluar la necesidad del gasto, evaluar la efectiva 
realización de los servicios ni tampoco eran prueba 
suficiente del servicio prestado.”

Si bien el contribuyente alegó que había una 
contradicción en el fundamento de los reparos 
efectuados, toda vez que en ellos se cuestionaba la 
fehaciencia y la causalidad de los gastos al mismo 
tiempo, el Tribunal Fiscal desestimó dicho argumento, así 
como la nulidad planteada.

En primera instancia, el Poder Judicial declaró fundada la 
demanda del contribuyente, argumentando que el reparo 
a los indicados gastos resultaba ambiguo e incongruente, 
puesto que, en un primer momento, se concluye que los 
servicios observados no son fehacientes y, luego, se 
establece que los mismos no cumplen el principio de 
causalidad, lo cual no se encontraba conforme a 
derecho.

Por su parte, la sentencia de vista revocó el 
pronunciamiento de primera instancia.

No resulta conforme a 
derecho que la SUNAT 
cuestione un gasto por no 
ser fehaciente y por no 
cumplir el principio de 
causalidad al mismo 
tiempo.

La Corte Suprema advirtió que el análisis 
de la fehaciencia debe ser realizado de 
manera previa al análisis de la causalidad, 
ya que es necesario verificar en primer 
lugar si una determinada operación se 
produjo realmente.

Así, concluyó que no resultaba congruente 
que la SUNAT haya determinado por un 
lado que los servicios observados no eran 
fehacientes y que al mismo tiempo indique 
que no eran causales, representando 
dicha actuación una vulneración al derecho 
de defensa del contribuyente.

Asimismo, la Corte Suprema resaltó que 
tampoco resultaba ajustado a derecho que 
el reparo formulado por la SUNAT haya 
sido efectuado en el Resultado del 
Requerimiento emitido al amparo del 
artículo 75° del Código Tributario, pues ello 
impedía al contribuyente contradecir el 
referido reparo.



CASACIÓN Nro. 1035-2022 LIMA (Emitida: 04/04/2023 - Publicada: 30/08/23) 
Impuesto a la Renta 
(Intereses por depósitos overnight no son ingresos financieros exonerados)

ANTECEDENTE SUMILLA FUNDAMENTO

La Administración Tributaria reparó el calculó de la 
proporcionalidad de los gastos financieros no 
deducibles del ejercicio 2004, efectuado por una 
empresa del sistema financiero nacional, 
argumentando que los depósitos overnight (ME-
BCR y MN-BCR) constituían operaciones que no 
formaban parte de los fondos de encaje y que, en 
consecuencia, los intereses que estos devengaban 
no se encontraban dentro del supuesto regulado en 
el numeral 4 del inciso a) del artículo 21° del 
Reglamento de la LIR, motivo por el cual no podían 
ser excluidos para determinar los ingresos 
financieros exonerados netos.

El Tribunal Fiscal revocó el reparo así efectuado, al 
considerar que tales depósitos calificaban como 
depósitos diarios facultativos (no obligatorios) que 
realizaban las entidades bancarias ante el BCR y 
que devengaban una tasa de interés anual no 
mayor al 50% de la TAMN. En ese sentido, tales 
intereses exonerados cumplían con lo establecido 
en el numeral 4 del inciso a) del artículo 21° de la 
RLIR, no debiendo ser considerados como ingresos 
financieros exonerados, para el cálculo del 
porcentaje establecido en el inciso a) del artículo 
37° de la LIR.

Tratándose de empresas 
bancarias y financieras, 
para el cálculo del 
porcentaje previsto en el 
tercer párrafo del inciso a) 
del artículo 37° de la LIR, no 
se deben considerar como 
ingresos financieros 
exonerados a los intereses 
por depósitos overnight en 
moneda nacional y en 
moneda extranjera que 
otorga el BCR. 

La Corte Suprema advirtió que los depósitos 
overnight tenían una naturaleza facultativa; es 
decir, no se originaban en una obligación 
impuesta por Ley. De esa manera, descartó que 
los intereses por depósitos overnight cumplieran 
con los supuestos establecidos en el tercer 
párrafo del inciso a) del artículo 37° de la LIR o 
del numeral 4 del inciso a) artículo 21° del 
Reglamento.

Sin perjuicio de ello, también advirtió que en el 
ejercicio fiscalizado, la tasa de interés de los 
depósitos overnight no superaba el 50% de la 
TAMN. Consecuentemente, para el cálculo de la
proporción o prorrata prevista en el tercer párrafo
del inciso a) del artículo 37 de la LIR,
correspondía excluir a los intereses por depósitos
overnight ME-BCR y overnight MN-BCR como
ingresos financieros exonerados netos.

Finalmente, la Corte Suprema precisó que no 
existe disposición legal alguna que descarte a los 
depósitos overnight del término “valor” regulado 
en el numeral 4 del inciso a) del artículo 21° del 
Reglamento de la LIR.



CASACIÓN No. 715-2020 LIMA (Emitida:14/04/2023 - Publicada:30/08/2023) 
Impuesto General a las Ventas
(Servicio de transporte de pasajeros que no califica como servicio público)

ANTECEDENTE SUMILLA FUNDAMENTO
En el año 2008 el contribuyente prestaba servicios de 
transporte de pasajeros desde la ciudad de Aguas 
Calientes hasta la ciudadela inca de Machu Picchu, 
considerando que se encontraba dentro de la 
exoneración prevista por el Apéndice II de la Ley del 
IGV, en la medida que prestaba sus servicios de forma 
general y en virtud del contrato de concesión que había 
suscrito con el gobierno Local respectivo.

La SUNAT desconoció la exoneración al IGV, afirmando 
que dicho servicio no calificaba como un servicio público, 
sino como uno prestado a turistas en vehículos de 
alquiler.

El Tribunal Fiscal dejó sin efecto el reparo formulado, al 
considerar que el servicio era prestado de forma masiva 
(niños, adultos, guías, entre otros), en la ruta 
concesionada y no solo a turistas, como alegaba la 
Administración.

En primera instancia judicial, la demanda de la SUNAT 
fue declarada infundada. No obstante, la sentencia de 
vista revocó dicho fallo, declarando fundada la demanda, 
toda vez que: (a) el servicio no era de naturaleza 
esencial para la comunidad, ya que la razón de ser de la 
ruta concesionada servía a fines netamente turísticos 
(acceso a Machu Picchu); y (b) si bien era brindado a 
todo el público, resultaba evidente el interés turístico del 
mismo.

El servicio de transporte de
pasajeros prestado desde la
ciudad de Aguas Calientes
hacia la Ciudadela inca de
Machu Picchu no constituye
servicio público,
encontrándose el mismo
gravado con el IGV.

La Corte Suprema define al transporte 
público como un sistema integral de medios 
de transporte de uso masivo y 
generalizado, capaz de dar solución a las 
necesidades de desplazamiento de las 
personas que buscan llegar de forma 
económica a los lugares donde realizan su 
quehacer diario, como centros de trabajo, 
salud, entre otros.

Agrega que, atendiendo a dicha finalidad, 
el legislador decidió exonerarlo del IGV. No 
obstante, excluyó de dicha exoneración a 
otros servicios que no alcanzaran un uso 
tan masivo, como es el caso del transporte 
ferroviario y el transporte aéreo.

En ese contexto, la Corte Suprema 
concluyó que el servicio de transporte de 
pasajeros prestado por el contribuyente no 
calificaba como un servicio público masivo 
exonerado del IGV, más aun si se tiene en 
cuenta que el mismo era ofrecido 
principalmente con una finalidad turística, lo 
cual se desprendía de la página Web del 
contribuyente, del costo del servicio, la ruta 
empleada, entre otros.



CASACIÓN Nro. 13857-2022 LIMA (Emitida: 25/05/2023 - Publicada: 30/08/2023) 
Impuesto a la Renta
(Casa habitación en el caso de otros inmuebles en copropiedad)

ANTECEDENTE SUMILLA FUNDAMENTO

El contribuyente solicitó la devolución del IR 
que pagó al momento de enajenar un 
inmueble de su propiedad, al considerar que el 
mismo calificaba como casa habitación.

La SUNAT, por su parte, declaró improcedente 
la solicitud, al considerar que el inmueble 
enajenado no calificaba como casa habitación, 
dado que el vendedor era, a su vez, 
copropietario de otros tres inmuebles, los 
cuales también calificaban como casa 
habitación, en virtud de lo establecido por el 
artículo 1°-A del Reglamento de la LIR.

El Tribunal Fiscal revocó lo resuelto por la 
SUNAT, señalando que de acuerdo a la regla 
contenida en el numeral 3 del tercer párrafo 
del artículo 1°-A del Reglamento de la LIR), si 
el copropietario de un inmueble es a su vez 
propietario de otro inmueble, no tendrá la 
condición de casa habitación la parte que 
corresponde al inmueble en copropiedad.

En primera instancia, el Poder Judicial declaró 
infundada la demanda interpuesta por la 
SUNAT. Dicho fallo fue confirmado en 
segunda instancia.

Cuando un contribuyente
enajena un inmueble de su
propiedad, teniendo además
otros inmuebles en
copropiedad, todos los
cuales califican como casa
habitación según la LIR,
dicha enajenación no
calificará como venta de
casa habitación,
encontrándose gravada la
ganancia de capital con el
Impuesto a la Renta de
segunda categoría.

Para la Corte Suprema la resolución del Tribunal Fiscal 
impugnada, no sustentó las razones por las cuales 
concluyó que los inmuebles que el contribuyente tenía 
en copropiedad no calificaban como casa habitación. 
Asimismo, tampoco efectuó un mayor análisis sobre si el 
inmueble enajenado cumplía con los requisitos 
establecidos por el artículo 1°-A del Reglamento de la 
LIR para calificar como casa habitación.

Por otro lado, concluyó que el artículo 1°-A del 
Reglamento de la LIR, establecía de forma expresa que 
en el caso que un contribuyente tuviera más de un 
inmueble, solo será considerado casa habitación aquel 
que, luego de la enajenación de los demás inmuebles, 
resulte como el único de su propiedad. De esta manera, 
siendo que el contribuyente tenía otros inmuebles en 
copropiedad, no correspondía que el inmueble de su 
propiedad califique como casa habitación, por lo que su 
venta generaba rentas gravadas de segunda categoría.

Finalmente, la Corte Suprema resaltó que la 
interpretación efectuada por el Tribunal Fiscal, la cual 
fue confirmada tanto en Primera como en Segunda 
Instancia, representaba un beneficio (inafectación) no 
previsto por ley, no encontrándose dichos fallos 
ajustados a derecho. 



CASACIÓN No. 717-2022 LIMA (Emitida: 30/03/2023 - Publicada: 14/08/2023) 
Código Tributario y beneficios tributarios
(Imputación de los pagos efectuados por acogimiento al RESIT)

ANTECEDENTE SUMILLA FUNDAMENTO

El contribuyente presentó una solicitud de acogimiento al
RESIT por deudas tributarias vinculadas con el IGV e IR del
ejercicio 1999, procediendo a efectuar diversos pagos
vinculados con dicho acogimiento. Posteriormente, la
solicitud fue declarada infundada por la SUNAT.

Luego, en cumplimiento del mandato del Tribunal Fiscal de
reliquidar la deuda tributaria antes mencionada, la SUNAT
no consideró los pagos efectuados por el contribuyente al
momento de presentar su solicitud de acogimiento al RESIT.

Dicha reliquidación fue confirmada por el Tribunal Fiscal,
concluyendo que no correspondía que los pagos efectuados
se imputen a la reliquidación de las deudas tributarias.

En primera instancia se declaró fundada la demanda
interpuesta por el contribuyente, al considerarse que debió
aplicarse el artículo 8° del Decreto Supremo No. 64-2002-
EF, que obliga a imputar los pagos realizados en relación a
deudas cuyo acogimiento al RESIT fue declarado inválido, a
las deudas incluidas en la solicitud de acogimiento.

Sin embargo, en la Sentencia de Vista se concluyó que: a)
el contribuyente no habría efectuado el pago de las deudas
tributarias materia de controversia, motivo por el cual no
correspondía considerarlos en la reliquidación, y b) dicho
argumento recién fue invocado en etapa de cumplimiento.

Corresponde imputar los 
pagos efectuados al 
acogerse al RESIT a las 
deudas tributarias materia de 
acogimiento, esto sin 
perjuicio que la solicitud de 
acogimiento sea declarada 
inválida.

La Corte Suprema concluyó que, de la 
interpretación del artículo 8° del Decreto 
Supremo No. 64-2002-EF, en los casos 
que la Administración Tributaria declare 
inválido el acogimiento al RESIT, los 
pagos efectuados en virtud a dicho 
acogimiento deben ser imputados sobre la 
deuda tributaria materia de acogimiento.

Asimismo, no consideró relevante que la 
solicitud del contribuyente sobre la 
imputación de los pagos efectuados al 
solicitar el acogimiento al RESIT fuera 
planteada en la etapa de cumplimiento, ya 
que ello no alteraba la interpretación de 
los alcances del artículo 8° del Decreto 
Supremo No. 64-2002-EF, más aun si se 
tiene en cuenta que dicho aspecto surgió 
como consecuencia del cumplimiento 
efectuado por la SUNAT.



Cualquier duda o comentario que tenga en
relación con las Sentencias de la Corte
Suprema que hemos resumido en esta
presentación, agradeceremos nos las
hagan llegar a las siguientes direcciones
electrónicas: mmantilla@gydabogados.com
y/o egomez@gydabogados.com
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